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PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / PADRES BENEFICIARIOS / DEPENDENCIA ECONÓMICA-Características / PENSIÓN DE UNO DE LOS PADRES NO NECESARIAMENTE ACREDITA AUTOSUFICIENCIA ECONÓMICA / MESADA RECIBIDA ES INSUFICIENTE / CONFIRMA / CONCEDE /
En un principio, la exigencia legal de dependencia económica debía ser total y absoluta, sin embargo, tal presupuesto se declaró inexequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C-111 de 2006, al encontrar que la misma era incompatible con el principio de la dignidad humana. Por lo tanto la dependencia económica exigida por la ley, se encuentra en el marco de un aporte relevante o significante y suficiente en el sostenimiento económico del progenitor, más no exclusivo. 

Respecto al tema, la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral se ha encargado de indicar, con mayor precisión qué debe entenderse por dependencia económica y cuál es el grado que esta debe tener para generar el derecho pensional en favor de los ascendientes del causante. 

(…)

De las citadas jurisprudencias, se desprende que la dependencia económica del padre frente al hijo (a), conforme a las exigencias de la norma antes referida, debe ser regular, cierta y significativa, sin que se requiera que sea absoluta, pues puede ocurrir que el padre o madre se procure algunos ingresos adicionales, de modo que, no sea necesario que esté en condiciones de mendicidad o indigencia, pues el ámbito de la seguridad social supera con solvencia el simple concepto de subsistencia y ubica en primerísimo lugar el carácter decoroso de una vida digna con las condiciones básicas ofrecidas por el extinto afiliado. (Ver sentencia SL6690 de mayo de 2014).

(…)

De todo lo expuesto, la Sala mayoritaria arriba a la conclusión de que los padres de la causante estaban subordinados económicamente al aporte que les daba su hija fallecida, puesto que se acreditó que la contribución material que ella les efectuaba periódicamente, era necesaria y significativa para la satisfacción de sus necesidades básicas, dado que el hecho de que el señor Darío de Jesús, padre de la afiliada, recibiera una pensión, no lo hacía, per se, autosuficiente económicamente, habida cuenta que su ingreso neto mensual apenas ascendía a $570.745 mensuales, insuficiente para satisfacer dignamente sus necesidades esenciales, y las de su esposa.

SALVAMENTO DE VOTO: DOCTOR JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

A través de la sentencia de constitucionalidad C-111 del 22 de febrero de 2006, cuya ponencia estuvo a cargo del Magistrado, Dr. Rodrigo Escobar Gil, la honorable Corte Constitucional decidió a petición de un ciudadano, declarar inexequible el nuevo alcance interpretativo que el artículo 13 de la Ley 797 de 2003 le  impregnó a la exigencia de la dependencia económica, en relación a los padres del causante que aspiraban a la pensión de sobrevivientes, retornándole a tal requisito el sentido hermenéutico que poseía en vigencia de los artículos 47 y 74 originales de la ley 100 de 1993, cuando no se exigía que la subordinación económica de aquellos, en relación al causante, fuera total y absoluta.

… se tiene entonces que si bien el suministro de los recursos por parte de la afiliada fallecida a sus padres era cierta y periódica en los términos señalados por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, la verdad es que esas contribuciones mensuales no constituían un verdadero soporte o sustento económico para sus padres, en consideración a que el porcentaje de los ingresos que Viviana Jiménez Valle proveía al hogar que conformaba con sus padres estaban dirigidos a cubrir sus propias necesidades, como era el caso de su alimentación, de allí que no pueda hablarse ni siquiera de una ayuda o contribución significativa en favor de sus padres; por lo que no se configuran la totalidad de los elementos que ha considerado la Corte Suprema de Justicia como constitutivos de la dependencia económica de los padres frente a sus hijos y por ello no es posible reconocer la pensión de sobrevivientes a favor de los accionantes.

 AUDIENCIA PÚBLICA:

Hoy, (30) de mayo de dos mil dieciocho (2018), siendo las (           ), la Sala Tercera de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira el día 17 de octubre de 2017, dentro del proceso que promueve Luzmith Valle Toro y Darío de Jesús Jiménez Quiceno contra la AFP Protección S.A.
I. INTRODUCCIÓN 
Pretenden los demandantes que se declare que en su calidad de padres dependientes de su hija fallecida Viviana Jiménez Valle, les asiste el derecho a la pensión de sobrevivientes, y en consecuencia, se condene a la entidad demandada a reconocer y pagar dicha prestación a partir del 19 de junio de 2015, junto con el retroactivo, los intereses moratorios y las costas procesales a su favor.
Protección S.A. al dar respuesta a la demanda, se opuso a las pretensiones, al considerar que los demandantes no eran dependientes económicamente de su hija fallecida. En su defensa, formuló los atinentes medios exceptivos. 
El Juzgado de conocimiento accedió a las pretensiones de los demandantes, reconociendo la pensión de sobrevivientes peticionada a partir del 19 de junio de 2015, en cuantía de un salario mínimo legal mensual vigente y, por trece mesadas anuales. Condenó al pago del retroactivo en cuantía de $20`370.558, más los intereses moratorios a partir del 16 de noviembre de 2015 y hasta el pago de la obligación. 

Inconforme, la sociedad demandada interpuso recurso de alzada en orden a que se revoque y se le absuelva. 
Nota: Por lo reglado en el inciso final del artículo 280 del Código General del Proceso, de aplicación por la integración normativa autorizada por el artículo 145 del Código de Procedimiento Laboral y de la Seguridad Social, no es necesario que la Sala se extienda en mayores prolegómenos de este litigio, más cuando son ampliamente conocidos por las partes. 

Del problema jurídico.

Visto el recuento anterior, la Sala formula el problema jurídico en los siguientes términos:

¿Acreditaron los demandantes la calidad de beneficiarios de la pensión de sobrevivientes generada con ocasión al deceso de su hija, Viviana Jiménez Valle?
III. Desenvolvimiento de la problemática planteada

Para empezar, hay que indicar que el nacimiento del derecho pensional con el deceso de la afiliada Viviana Jiménez Valle, no está en discusión, así como tampoco la obligación que le asiste a Protección S.A. de pagar la prestación a los beneficiarios de aquella, a partir del 19 de junio de 2015. Por lo tanto, se ceñirá la Sala a estudiar, únicamente la inconformidad de la sociedad apelante, fundada en la equivocada valoración de las pruebas que hizo la a-quo, en tanto que, a su juicio, no conducen a dar por demostrada la dependencia económica alegada por los demandantes respecto a su hija fallecida, como condición para el otorgamiento de la pensión de sobrevivientes. 

Para el efecto, se tiene que el artículo 47 de la Ley 100/93 literal d, modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, aplicable por ser la vigente al momento del deceso de la afiliada en este asunto, exige la dependencia económica de los padres respecto de sus hijos, para poder otorgarles la pensión de sobrevivientes, además de que no existan beneficiarios con mejor derecho, esto es, hijo o cónyuges o compañeros permanentes.

En un principio, la exigencia legal de dependencia económica debía ser total y absoluta, sin embargo, tal presupuesto se declaró inexequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C-111 de 2006, al encontrar que la misma era incompatible con el principio de la dignidad humana. Por lo tanto la dependencia económica exigida por la ley, se encuentra en el marco de un aporte relevante o significante y suficiente en el sostenimiento económico del progenitor, más no exclusivo. 

Respecto al tema, la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral se ha encargado de indicar, con mayor precisión qué debe entenderse por dependencia económica y cuál es el grado que esta debe tener para generar el derecho pensional en favor de los ascendientes del causante. Verbigracia, sentencia SL CSJ SL4811-2014, donde esa alta Corporación se pronunció en los siguientes términos:

“…la Sala también ha enseñado que el hecho de que la dependencia no deba ser total y absoluta, “[…] no significa que cualquier estipendio que se le otorgue a los familiares pueda ser tenido como prueba determinante para ser beneficiario de la pensión, pues esa no es la finalidad prevista desde el inicio, ni menos con el establecimiento en el sistema de seguridad social, cuyo propósito, se insiste, es servir de amparo para quienes se ven desprotegidos ante la muerte de quien les colaboraba realmente a mantener unas condiciones de vida determinadas” (CSJ SL4811-2014).

Así mismo, en sentencia (Sentencia SL14923-2014 de octubre 29 de 2014 Rad.: 47676), adujo:
“En tales términos, aunque no debe ser total y absoluta, en todo caso, debe existir un grado cierto de dependencia, que la Corte ha identificado a partir de dos condiciones: i) una falta de autosuficiencia económica, lograda a partir de otros recursos propios o de diferentes fuentes; ii) y una relación de subordinación económica, respecto de los recursos provenientes de la persona fallecida, de manera que, ante su supresión, el que sobrevive no puede valerse por sí mismo y ve afectado su mínimo vital en un grado significativo” 
De las citadas jurisprudencias, se desprende que la dependencia económica del padre frente al hijo (a), conforme a las exigencias de la norma antes referida, debe ser regular, cierta y significativa, sin que se requiera que sea absoluta, pues puede ocurrir que el padre o madre se procure algunos ingresos adicionales, de modo que, no sea necesario que esté en condiciones de mendicidad o indigencia, pues el ámbito de la seguridad social supera con solvencia el simple concepto de subsistencia y ubica en primerísimo lugar el carácter decoroso de una vida digna con las condiciones básicas ofrecidas por el extinto afiliado. (Ver sentencia SL6690 de mayo de 2014).
En el caso sub-examine, los demandantes con el ánimo de acreditar la dependencia económica que exige la norma como condición para el otorgamiento de la pensión de sobrevivientes, citaron a declarar a las señoras Gloria Inés Ramírez Gil, Claudia Andrea Sánchez Sánchez y Viviana Orrego Castellanos, todas en calidad de amigas de la causante.
La primera, indicó haber laborado con la señora Jiménez Valle en el Colegio Nazareth, desde el año 2008 y hasta febrero de 2015, calenda en que la afiliada se retiró para vincularse laboralmente con el Banco de la Mujer. Sostuvo que la causante aportaba mensualmente para cubrir los gastos del hogar conformado por sus padres, pues en varias oportunidades, se percató de que le entregaba dinero a su padre, quien le llevaba el almuerzo al trabajo todos los días, para el pago de los servicios públicos domiciliarios, o para la compra de verduras y hortalizas. Sostuvo además, que les colaboraba con el vestuario y que llevaba a su mamá a la peluquería, por lo que catalogó como considerable y necesario el aporte mensual que les brindaba a sus padres.
Por su parte, la señora Claudia Andrea Sánchez manifestó que la causante desde que empezó a trabajar, colaboraba con los gastos de la casa, pues era muy buena hija y siempre velaba por el bienestar de sus padres. Refirió que en varias ocasiones, cuando los visitó, se dio cuenta que Viviana le entregaba a sus papas dinero para cubrir los gastos del hogar, y que la última vez vio cuando les entregó $400.000, pues ella escasamente sacaba lo de los pasajes o sus gastos personales y para ayudar a una mascota, el resto se lo daba a los padres. Sostuvo que el único sustento de ellos es la pensión que recibe el señor Darío de Jesús, por valor de un salario mínimo, por lo que consideró también que la ayuda que le suministraba la causante a sus padres era necesaria y fundamental para su subsistencia, pues en la actualidad afrontan una situación económica difícil, en tanto que, no les alcanza la pensión, viven apretados pidiendo plata prestada y deben medirse con los gastos.
La señora Viviana Orrego Castellanos, a su turno, señaló que su amiga, con quien adelantó estudios universitarios y fue compañera de trabajo en el colegio Nazareth, apoyaba económicamente a sus padres en la alimentación, entre otras necesidades del hogar. Ratificó que casi la mayoría del salario –que era equivalente a un salario mínimo- lo destinaba para el sostenimiento y manutención de sus progenitores, pues ella únicamente se quedaba con un 20 %. Sostuvo que la ayuda era permanente y necesaria, pues la economía de la familia se ha visto bastante desmejorada ante la ausencia del aporte de la hija, el cual, aunque no supo determinar en qué cantidad o cuantía, a su juicio, era muy significativo, pues correspondía a casi la mayoría de sus ingresos.
Tales versiones, respaldan las afirmaciones del señor Dario de Jesús Jiménez, en el interrogatorio de parte que absolvió, en cuanto indicó que su hija Viviana, les colaboraba con un aporte de $400.000 mensuales, los cuales destinaban a la alimentación y/o servicios públicos; que la pensión que recibía, no les alcanzaba para cubrir la totalidad de los gastos, más cuando, echaba de menos, el aporte de su hija, para en sus términos, obtener una mejor calidad de vida.  
De otra parte, como prueba documental milita la copia de la investigación administrativa que contrató el fondo de pensiones accionado con la firma Abogados Consultores e Investigadores de Riesgos Ltda, en el que quedó consignado entre otros aspectos: 

(i) Que el aporte que brindaba la afiliada a sus padres ascendía a la suma $400.000 mensuales, y se utilizaba principalmente para cubrir los gastos de alimentación del hogar. 
(ii) Que la señora Luzmith Valle Toro, madre de la afiliada, nunca tuvo una actividad laboral productiva, pues toda su vida se ha dedicado al cuidado de los hijos y las labores del hogar. 

(iii) Que el señor Darío de Jesús, padre de la causante, recibía una pensión en cuantía de un salario mínimo, más noventa mil pesos de incremento pensional, empero, que le efectúan los siguientes descuentos: $77.322 por concepto de aportes a salud y, $86.492 de un préstamo del Banco Sudameris, por lo que el ingreso neto mensual es de $570.745, situación que en efecto, se corrobora con la copia de los comprobantes de pago de la pensión visible a folios 102 y 120. 
(iv) Que el último salario devengado por la afiliada fue de $1`533.000, para lo cual se relaciona la certificación laboral emitida por su último empleador Banco de la Comunidad Mundo Mujer, obrante a folio 131.
De todo lo expuesto, la Sala mayoritaria arriba a la conclusión de que los padres de la causante estaban subordinados económicamente al aporte que les daba su hija fallecida, puesto que se acreditó que la contribución material que ella les efectuaba periódicamente, era necesaria y significativa para la satisfacción de sus necesidades básicas, dado que el hecho de que el señor Darío de Jesús, padre de la afiliada, recibiera una pensión, no lo hacía, per se, autosuficiente económicamente, habida cuenta que su ingreso neto mensual apenas ascendía a $570.745 mensuales, insuficiente para satisfacer dignamente sus necesidades esenciales, y las de su esposa.
Claramente, desde el mismo momento en que las obligaciones o cargas del hogar eran atendidas por ambos co-aportantes –la causante y su padre-, se generó una subordinación económica entre ambos, afectada por el óbito de uno de los aportante, tal cual lo relataron los deponentes, al insistir en que las condiciones de vida de los progenitores de la afiliada se vio seriamente desmejorada, luego del deceso de Viviana Jiménez. 
Por ende, no se equivocó la a-quo al tenerlos como beneficiarios de la pensión de sobrevivientes peticionada, por lo que necesariamente la sentencia apelada será  confirmada, actualizando la condena en cuanto al valor del retroactivo pensional generado desde la fecha de causación del derecho y hasta la emisión de esta providencia, el cual según el cuadro elaborado por la Sala asciende a la suma de $26`446.381, monto que deberá ser distribuido en partes iguales a los reclamantes. 
Costas en esta instancia a cargo de la entidad recurrente y en favor de los demandantes. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Tercera de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

1. Modifica el ordinal 3º de la sentencia proferida el 17 de octubre de 2017 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral de la referencia, en cuanto a que el valor del retroactivo pensional en favor de los demandantes, calculado entre el 19 de junio de 2015 y el 30 de abril de 2018, asciende a la suma de 26`446.381, el cual deberá ser distribuido en partes iguales a los reclamantes, sin perjuicio de las sumas que se sigan generando hasta su solución total.
2. Confirma todo lo demás. 
3. Costas en esta instancia a cargo de la entidad recurrente y en favor de los demandantes.  
La anterior decisión queda notificada en estrados.
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistrado Ponente 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN                           JULIO CESAR SALAZAR MUÑOZ
   Magistrada  

 


           Magistrado
· Salva voto-

ANEXO 
	AÑO 
	VALOR DE LA MESADA 
	No. MESADAS
	TOTAL 

	2015
	$644.350
	7,4
	$4.768.190

	2016
	$689.454
	13
	$8.962.902

	2017
	$737.717
	13
	$9.590.321

	2018
	$781.242
	4
	$3.124.968

	SUBTOTAL 
	$26.446.381
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Pereira, treinta (30) de mayo de dos mil dieciocho (2018)

Tal como lo propuse en la ponencia que presenté inicialmente, considero que la sentencia de primera instancia debió ser revocada para en su lugar absolver a la demandada de todas las pretensiones presentadas en su contra.

Partiendo de la base de que el problema jurídico a resolver consistía en determinar si:

¿Acreditaron los demandantes el requisito de dependencia económica respecto de su hija fallecida Viviana Jiménez Valle para ser beneficiarios de la pensión de sobrevivientes causada con el deceso ocurrido el 19 de junio de 2015?

Los argumentos que sustentan mi alejamiento de lo decidido se basan en los siguientes supuestos y análisis probatorio:

1. REQUISITOS EXIGIDOS A LOS PADRES DEL AFILIADO FALLECIDO

Cuando el causante afiliado al Sistema General de Pensiones haya dejado causada la pensión de sobrevivientes de acuerdo con lo establecido en el artículo 46 de la ley 100 de 1993, esto es, que hubiere cotizado por lo menos 50 semanas dentro de los tres últimos años anteriores al fallecimiento, le corresponde acreditar a los padres aspirantes a la pensión de sobrevivientes, la dependencia económica que tenían respecto de aquel, tal y como lo señala el literal D del artículo 47 de la ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003. 

2. INTERPRETACIÓN DEL REQUISITO DE LA DEPENDENCIA ECONÓMICA LUEGO DE LA SENTENCIA C-111 DE 2006 DE LA C. CONSTITUCIONAL.

A través de la sentencia de constitucionalidad C-111 del 22 de febrero de 2006, cuya ponencia estuvo a cargo del Magistrado, Dr. Rodrigo Escobar Gil, la honorable Corte Constitucional decidió a petición de un ciudadano, declarar inexequible el nuevo alcance interpretativo que el artículo 13 de la Ley 797 de 2003
 le  impregnó a la exigencia de la dependencia económica, en relación a los padres del causante que aspiraban a la pensión de sobrevivientes, retornándole a tal requisito el sentido hermenéutico que poseía en vigencia de los artículos 47 y 74 originales de la ley 100 de 1993, cuando no se exigía que la subordinación económica de aquellos, en relación al causante, fuera total y absoluta.

En ese sentido, la Sala de Casación Laboral por medio de la sentencia SL 14923 de 29 de octubre de 2014 radicación Nº 47.676 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno explicó que el hecho de que la dependencia económica no deba ser total o absoluta, no significa que cualquier estipendio que se les otorga a los familiares pueda ser tenido como prueba determinante para ser beneficiario de la pensión, pues la finalidad de esa prestación es servir de amparo para quienes se ven desprotegidos ante la muerte de quien les colaboraba realmente a mantener unas condiciones de vida determinadas; motivo por el que señaló que se deben configurar los siguientes elementos para su reconocimiento: i) Debe ser cierta y no presunta, esto es, que se tiene que demostrar efectivamente el suministro de recursos de la persona fallecida hacia el presunto beneficiario, y no se puede construir o desvirtuar a partir de suposiciones o imperativos legales abstractos como el de la obligación de socorro de los hijos hacia los padres; ii) La participación económica debe ser regular y periódica, de manera que no pueden validarse dentro del concepto de dependencia los simples regalos, atenciones, o cualquier otro tipo de auxilio eventual del fallecido hacía el presunto beneficiario; iii) Las contribuciones que configuran la dependencia deben ser significativas, respecto al total de ingresos de beneficiarios de manera que se constituyan en un verdadero soporte o sustento económico de éste; por lo que, tales asignaciones deben ser proporcionalmente representativas, en función de otros ingresos que pueda percibir el sobreviviente, de tal manera que si, por ejemplo, recibe rentas muy superiores al aporte del causante, no es dable hablar de dependencia.    

ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión en este proceso, que la señora Viviana Jiménez Valle fallecida el 19 de junio de 2015 como se aprecia en el registro civil de defunción emitido por la Notaría Quinta de Pereira –fl.36- dejó causada a favor de sus beneficiarios la pensión de sobrevivientes, pues así lo aceptó la entidad accionada al dar respuesta a la demanda –fls.61 a 68-.

Lo que es motivo de controversia es si los demandantes Luzmith Valle Toro y Darío de Jesús Jiménez Quiceno en su calidad de padres de la afiliada fallecida, como consta en el registro civil de nacimiento –fl.35-, dependían económicamente de ella al momento de su deceso.

Para dar fe de esa situación, los accionantes solicitaron que fueran escuchados los testimonios de Gloria Inés Ramírez Gil, Claudia Andrea Sánchez Sánchez y Viviana Orrego Castellanos, amigas de la causante, quienes corroboraron lo dicho en la demanda respecto a que la señora Luzmith y el señor Darío de Jesús dependían económicamente de su hija fallecida, pues era ella quien destinaba parte de su salario para solventar algunos gastos del hogar, expresando básicamente que ese aporte se destinaba para cubrir la alimentación del núcleo familiar compuesto por ellos tres; la testigo Sánchez Sánchez fue la única en definir con certeza que el aporte ascendía a la suma de $400.000, ya que las otras dos declarantes no tienen certeza del valor que ella aportaba; no obstante, llama la atención que en un momento de su testimonio, la señora Viviana Orrego Castellanos afirma que como amiga del trabajo y de estudios de la causante Viviana Jiménez Valle, ella se daba cuenta que el aporte de su amiga, quien ganaba el mismo salario de ella, esto es, el mínimo legal mensual vigente, era del 20% de lo que devengaba y que básicamente estaba destinado para cubrir su propia alimentación.

En efecto, al revisar la investigación administrativa llevada a cabo por la AFP Protección S.A. con el objeto de determinar si los reclamantes dependían económicamente de su hija –fls.82 a 88- se observa que en ese momento los accionantes describen los gastos que tenía el grupo familiar e indicando quien era el encargado del aporte, observándose que el único aporte que hacía Viviana Jiménez Valle al hogar era para la alimentación (como en efecto lo manifestó la testigo Viviana Orrego Castellanos, quien como se vio líneas atrás, dijo que el aporte del 20% de su salario lo destinaba al hogar para cubrir su propia alimentación); lo que permite concluir que los accionantes no dependían económicamente de su hija fallecida.

Es que si bien al absolver el interrogatorio de parte el señor Darío de Jesús Jiménez Quiceno es insistente en afirmar que los gastos del hogar ascendían a $1.200.000, la verdad es que al describir en que se destinaba el dinero indicó que $140.000 para los servicios, $180.000 en transporte y $600.000 en alimentación, es decir, en realidad los gastos no eran de $1.200.000 sino de $920.000, y teniendo en cuenta que en su relato confesó que el aportaba $800.000, la verdad es que resulta lógico que los restantes $120.000 los aportara su hija Viviana para cubrir su propia alimentación, que evidentemente equivaldrían al 20% del salario devengado.

Conforme con lo expuesto, se tiene entonces que si bien el suministro de los recursos por parte de la afiliada fallecida a sus padres era cierta y periódica en los términos señalados por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, la verdad es que esas contribuciones mensuales no constituían un verdadero soporte o sustento económico para sus padres, en consideración a que el porcentaje de los ingresos que Viviana Jiménez Valle proveía al hogar que conformaba con sus padres estaban dirigidos a cubrir sus propias necesidades, como era el caso de su alimentación, de allí que no pueda hablarse ni siquiera de una ayuda o contribución significativa en favor de sus padres; por lo que no se configuran la totalidad de los elementos que ha considerado la Corte Suprema de Justicia como constitutivos de la dependencia económica de los padres frente a sus hijos y por ello no es posible reconocer la pensión de sobrevivientes a favor de los accionantes.

Por las razones anteriores considero que debió revocarse en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito, para en su lugar absolver a Protección S.A. de la totalidad de las pretensiones de la demanda.

Queda así salvado mi voto.

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Magistrado
� Ley 797 de 2003. Art. 13. Norma que modificó los literales c) de los artículos 47 y 74 de la Ley 100 de 1993. La nueva reglamentación fue la siguiente: “Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes:


(…)





d) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, serán beneficiarios los padres del causante si dependían económicamente de forma total y absoluta de éste.  
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